El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Auto  -Rechazo de la demanda – Revoca - Inadmite -16 de mayo de 2018
Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2017-00129-01
Demandante(s):

Consuelo González Ocampo
Demandado(s):

Empresa de Energía de Pereira (EEP) SA ESP y la Central Hidroeléctrica de Caldas (CHEC) SA ESP.
Proceso:


Servidumbre Eléctrica
Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


SERVIDUMBRE ELÉCTRICA / RECHAZO DE LA DEMANDA / FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA / ASUNTO DE FONDO / REVOCA  / INADMITE - No queda duda, entonces, de que las causales de rechazo de plano de la demanda, frente a esa regla de la especificidad, impide que se le pueda dar un alcance interpretativo diferente, es decir, que solo la falta de competencia, de jurisdicción, o la ocurrencia de la caducidad, permiten proceder de esa manera, sin perjuicio de la especial situación que se da en los procesos de pertenencia, en los términos del inciso segundo del numeral 4 del artículo 375 del CGO, cuando el juez advierta, desde el primer momento, que el bien es de uso público, fiscal, fiscal adjudicable o baldío, imprescriptible o de propiedad de alguna entidad de derecho público. 

Entre ellas, es palmario, no se enlista la falta de legitimación en la causa como suficiente para el rechazo in límine del libelo introductorio. Esto, claro, sin desconocer que existen algunos asuntos en los cuales desde los albores del mismo se debe revisar esa legitimación, como ocurre, por ejemplo, con los ejecutivos, en los que la ausencia puede conducir, no al rechazo, sino a la negación del mandamiento ejecutivo; en los de entrega del tradente al adquirente, sucesión, restitución de bien arrendado, divisorios, expropiación, deslinde, en los que, en estricto sentido, lo que se impone es la presentación de la prueba de la calidad con la que se actúa; si no ocurre así, lo que sobrevendría sería la inadmisión, con lo que el eventual rechazo, si no se subsana el defecto, deja de ser de plano. 

Hay que recordar que la legitimación en la causa se refiere a la posición sustancial que tiene uno de los sujetos en la relación jurídica de la que nace el litigio. Es decir, tener legitimación en la causa consiste, en términos muy generales, en el hecho de ser la persona que, de conformidad con la ley sustancial, se encuentra facultada para intervenir en el proceso y formular o contradecir las pretensiones contenidas en la demanda o contestación. En definitiva es un elemento de mérito del litigio y no un asunto procesal. Es por ello, que, en principio, debe ser estudiada de fondo, o sea, en la sentencia, sea que se dicte luego de agotar todas las fases del proceso o de manera anticipada, como lo permite hoy el artículo 278 del CGP.
(…)
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Pereira, mayo dieciséis de dos mil dieciocho

  



Expediente 66170-31-03-001-2017-00129-01


Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra el auto del 18 de enero del presente año, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en el trámite de servidumbre de energía eléctrica iniciado por Consuelo González Ocampo frente a la Empresa de Energía de Pereira (EEP) SA ESP y la Central Hidroeléctrica de Caldas (CHEC) SA ESP. 

ANTECEDENTES

En el referido auto, el Juzgado rechazó la demanda impetrada por falta de legitimación, por cuanto el artículo 27 de la Ley 56 de 1981 prevé que es la entidad de derecho público la legitimada por activa para promover la acción, y no un tercero, como ocurre en el presente asunto. (f. 112).           

El apelante, recalca que este aspecto se debe analizar en la sentencia que decida de fondo el asunto, no en la etapa inicial del proceso. Además, expone que las causales de rechazo son taxativas y la falta de legitimación no se encuentra dentro de ellas, por lo que no se debió decidir de la forma en que se hizo en el auto protestado. 
Agrega a continuación, con base en sentencias de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional que la demandante está plenamente facultada para reclamar su derecho. 
   



CONSIDERACIONES

  



El recurso es procedente, de conformidad con lo señalado en el numeral 1º del artículo 321 del Código General del Proceso, pues se trata del rechazo de una demanda. 





El problema jurídico a resolver se centra en dos aspectos principales: uno de forma, que tiene que ver con el hecho de si el rechazo de la demanda por falta de legitimación por activa, decretado por el juez de primer grado, se encuentra conforme a derecho, o si, por el contrario, no era la oportunidad procesal para analizar ese presupuesto de la acción, como lo implora el recurrente; y, en caso de que sea procedente lo anterior, otro de fondo, en el sentido de verificar si la demandante está facultada para implorar el derecho de acción en el presente asunto. 




De entrada, se advierte que la razón está de parte del abogado recurrente en cuanto al aspecto de forma que alega  como prematuro, pues en realidad, frente al rechazo de plano de la demanda, campea la regla de la taxatividad, es decir, que solo los eventos expresamente señalados en el Código General del Proceso, pueden dar lugar a una decisión de esa naturaleza. 

  



En efecto, el artículo 90 del estatuto procesal, prevé en su inciso 2º que: 

El juez rechazará la demanda cuando carezca de jurisdicción o de competencia o cuando esté vencido el término de caducidad para instaurarla. En los dos primeros casos ordenará enviarla con sus anexos al que considere competente; en el último, ordenará devolver los anexos sin necesidad de desglose.

Sobre el sentido y alcance de esta norma, la doctrina ha señalado que:
“Recibida la demanda el juez debe pronunciarse sobre su admisibilidad, en uno de tres sentidos: admitiéndola, inadmitiéndola o rechazándola. El rechazo y la inadmisión de la demanda solo pueden fundarse en las causales expresamente previstas.
(…)

En ausencia de causal de rechazo e inadmisión el juez no puede hacer otra cosa que admitir la demanda. Sin embargo, cuando se trate de demanda ejecutiva existe una opción adicional: negar el mandamiento ejecutivo (art. 430 y 438), principalmente por falta de requisitos del título ejecutivo.”
 

No queda duda, entonces, de que las causales de rechazo de plano de la demanda, frente a esa regla de la especificidad, impide que se le pueda dar un alcance interpretativo diferente, es decir, que solo la falta de competencia, de jurisdicción, o la ocurrencia de la caducidad, permiten proceder de esa manera, sin perjuicio de la especial situación que se da en los procesos de pertenencia, en los términos del inciso segundo del numeral 4 del artículo 375 del CGO, cuando el juez advierta, desde el primer momento, que el bien es de uso público, fiscal, fiscal adjudicable o baldío, imprescriptible o de propiedad de alguna entidad de derecho público. 

Entre ellas, es palmario, no se enlista la falta de legitimación en la causa como suficiente para el rechazo in límine del libelo introductorio. Esto, claro, sin desconocer que existen algunos asuntos en los cuales desde los albores del mismo se debe revisar esa legitimación, como ocurre, por ejemplo, con los ejecutivos, en los que la ausencia puede conducir, no al rechazo, sino a la negación del mandamiento ejecutivo; en los de entrega del tradente al adquirente, sucesión, restitución de bien arrendado, divisorios, expropiación, deslinde, en los que, en estricto sentido, lo que se impone es la presentación de la prueba de la calidad con la que se actúa; si no ocurre así, lo que sobrevendría sería la inadmisión, con lo que el eventual rechazo, si no se subsana el defecto, deja de ser de plano. 
Hay que recordar que la legitimación en la causa se refiere a la posición sustancial que tiene uno de los sujetos en la relación jurídica de la que nace el litigio. Es decir, tener legitimación en la causa consiste, en términos muy generales, en el hecho de ser la persona que, de conformidad con la ley sustancial, se encuentra facultada para intervenir en el proceso y formular o contradecir las pretensiones contenidas en la demanda o contestación. En definitiva es un elemento de mérito del litigio y no un asunto procesal. Es por ello, que, en principio, debe ser estudiada de fondo, o sea, en la sentencia, sea que se dicte luego de agotar todas las fases del proceso o de manera anticipada, como lo permite hoy el artículo 278 del CGP. 
Al respecto la jurisprudencia tiene señalado: 
La legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al procesal, conforme lo ha tiene decantado la jurisprudencia.
En efecto, esta ha sostenido que “el interés legítimo, serio y actual del “titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico” (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pág. 360), exige plena coincidencia “de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), y el juez debe verificarla “con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (cas. civ. Sent. de jul. 1º/2008, [SC-061-2008], Exp. 11001-3103-033-2001-06291-01).

Y ha sido enfática en sostener que tal fenómeno jurídico “ ‘es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de este’ ” (Sent. de Cas. Civ. de ago. 14/95, Exp. 4268, reiterada en el fallo de 12 de junio de 2001, Exp. 6050)

Entre tanto, la doctrina, aunque aboga por una norma que permita analizar de forma anticipada la legitimación, sostiene que:
“El tema del rechazo de la demanda cuando es de plano, o sea no está precedido de la inadmisión cuyos motivos no fueron atendidos oportunamente, nos ubica en la siempre actual controversia atinente a si desde un principio puede el juez emitir pronunciamiento de fondo y con efectos de cosa juzgada.

Devis Echandía fue partidario de que las facultades del juez fueran más allá de la simple revisión formal de la demanda, para que en esta ocasión pudiera examinar los requisitos de la legitimación en la causa y el interés sustancial para la sentencia de mérito, para así evitar procesos inútiles.

La opinión contraria estima que otorgar tales facultades al juez podría originar múltiples abusos, pues se coartaría en gran medida el correcto ejercicio del derecho de acción so pretexto de una falta de legitimación en la causa o de interés para obtener sentencia de mérito, conceptos éstos (sic) que en la mayoría de los casos son difíciles de establecer con el solo análisis de la demanda y de sus anexos lo que lleva a que sea esta la posición admitida en el CGP…
. 
En armonía con lo dicho, el rechazo de plano de la demanda en este caso concreto era improcedente, lo que indica que la providencia se revocará. 

No obstante lo anterior, la Sala observa algunas falencias respecto del libelo que deben ser corregidas con el fin de encausar en debida forma tanto la acción, como la competencia, particularmente por la jurisdicción que deba conocer del asunto
, por lo que se procederá a inadmitir la demanda para que se subsanen. 
   



Se observa, de un lado, que adolece de falta de claridad en las pretensiones, pues se pide declarar una servidumbre de energía eléctrica, cuando en los hechos de la demanda (“TERCERO”, “CUARTO”, “QUINTO” y “SEXTO”) se anuncia que la misma ya existe. 

  



Como consecuencia de ello, lo que emerge es que no hay correspondencia entre la cuestión fáctica planteada y las pretensiones. 

   



Ambas cosas deben precisarse para que el juez pueda tener claridad sobre el objeto del proceso, que más parece que tiende a la reclamación de una indemnización por causa de la ocupación, que a la declaración misma de la servidumbre, aspecto importante para establecer, se reitera, si como consecuencia de ello es la justicia civil la llamada a asumir el conocimiento del asunto, por la naturaleza de las entidades demandadas, y en caso de que el funcionario lo considerara así, cuál es el trámite a seguir. 

  



En síntesis, el auto protestado se revocará y, en su lugar, se inadmitirá la demanda para que en el término de cinco días, se corrijan las deficiencias anotadas. Ese término correrá ante el juzgado de primer grado, una vez se notifique el auto que disponga estar a lo que aquí se resuelve. 
Debido a la prosperidad de la impugnación, no hay lugar a condena en costas (art. 365-1 CGP). 
  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, REVOCA el auto del 18 de enero del presente año, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en el denominado proceso de servidumbre de energía eléctrica iniciado por Consuelo González Ocampo frente a la Empresa de Energía de Pereira (EEP) SA ESP y la Central Hidroeléctrica de Caldas (CHEC) SA ESP.

En su lugar, se inadmite la demanda y en los términos del artículo 90 del Código General del Proceso, se concede el término de cinco días para que se corrijan las falencias anotadas, que contarán a partir del siguiente a la notificación del auto que ordene estar a lo aquí resuelto. 

Sin costas.
Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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